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ADMISIBILIDAD

GINO OLÓRTEGUI PEÑAHERRERA

PERÚ

22 de marzo de 2011

I.
RESUMEN

1. El 2 de febrero de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana”, “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada en nombre propio por Gino Olórtegui Peñaherrera (en adelante también “el peticionario” o “la presunta víctima”) en la cual se alegó la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de los derechos consagrados en los artículos 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). El peticionario afirmó que el 31 de julio de 1990 fue pasado a la situación de retiro por resolución de la Policía Nacional del Perú. Indicó que obtuvo sentencias judiciales favorables en dos procesos de amparo y una demanda contencioso-administrativa, disponiendo su reincorporación como oficial en actividad y el reconocimiento de beneficios sociales. Sin embargo, manifestó que dichos mandatos judiciales no fueron integralmente cumplidos por la Policía Nacional del Perú.
2. El Estado alegó que el señor Olórtegui Peñaherrera pudo ejercer libremente los recursos judiciales previstos en la legislación interna, obteniendo resoluciones favorables. Sostuvo que la CIDH no tiene competencia para conocer reclamos relacionados con derechos pensionarios y que tampoco puede revisar decisiones judiciales dictadas por órganos competentes y en el marco de un debido proceso. Agregó que la solicitud del peticionario de ser reincorporado a la Policía Nacional en situación de actividad es contraria a la normativa interna sobre el límite de edad de los oficiales de la referida entidad. Finalmente, sostuvo que los hechos alegados por el peticionario no caracterizan la violación a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible en virtud del artículo 47.b) del mencionado instrumento.

3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer la petición y que la misma es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1, 21 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Los artículos 8.1 y 21 de la Convención fueron admitidos en virtud del principio iura novit curia. La Comisión también concluyó que la petición es inadmisible en cuanto a la alegada violación del artículo 24 de la Convención. Finalmente, decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual. 

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 2 de febrero de 2004 se recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 69-04. El peticionario presentó comunicaciones adicionales el 22 de marzo de 2006, 11 de diciembre de 2007, 8 de agosto y 8 de diciembre de 2008. El 27 de enero de 2009 las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. 

5. El 14 de mayo de 2009 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 22 de mayo del mismo año. El peticionario presentó comunicaciones adicionales el 15 de julio de 2009, 8 de enero, 10 de mayo, 8 de junio, 6 de agosto, 21 de diciembre de 2010. A su vez, el Estado remitió escritos el 27 de agosto de 2009, 17 y 19 de marzo, 12 de abril, 12 de mayo, 18 de junio, 21 de julio y 10 de diciembre de 2010 y 7 de marzo de 2011.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición del peticionario

6. Afirmó que el 31 de julio de 1990 fue pasado a la situación de retiro en el grado de Mayor de la Policía Nacional del Perú (adelante también “la PNP”). Indicó que su pase a retiro fue ordenado por Resolución Suprema No. 315-90-IN/DM, la cual señaló como causal la necesidad de renovación de cuadros. Señaló que tras presentar una acción de amparo el 31 de enero de 1991 el 5º Juzgado Civil de Lima declaró nula la mencionada resolución suprema, disponiendo su reincorporación desde el 31 de junio de 1990 y el reconocimiento de los beneficios sociales en el escalafón correspondiente. Según lo alegado, dicha sentencia fue confirmada por el Tribunal Constitucional el 25 de junio de 1996. 

7. El peticionario afirmó que luego de un largo proceso de ejecución de sentencia, el 10 de julio de 2001 la PNP emitió la Resolución Suprema No. 0726-2001-IN/PNP, disponiendo su reincorporación en situación de actividad y el pago de beneficios sociales. Sin embargo, sostuvo que la referida resolución suprema estableció que el pago de los beneficios sociales se realizarían desde el 15 de enero de 1993, sin tomar en cuenta que el mandato judicial establecía como fecha de reincorporación el 31 de julio de 1990. Agregó que al día siguiente, 11 de julio de 2001, la PNP emitió la Resolución Suprema No. 0738-2001-IN/PNP, ordenando el paso a retiro del señor Gino Olórtegui por la causal de límite de edad en el grado de Mayor, operando retroactivamente al 1º de febrero de 1995, fecha en que cumplió la edad máxima de 52 años en el referido grado en los términos de la legislación vigente en ese período.

8. El peticionario indicó haber interpuesto una segunda acción de amparo (expediente No. 5816-2001) el 16 de octubre de 2001, en la cual impugnó la validez de las Resoluciones Supremas 0726-2001-IN/PNP y 0738-2001-IN/PNP. Afirmó que el 19 de diciembre de 2002 el 65º Juzgado Civil de Lima declaró inaplicable la primera resolución y ordenó a la PNP reincorporar a la presunta víctima, inscribirlo en el escalafón de oficiales de la PNP con tiempo de servicio contado desde el 31 de julio de 1990 y presentar la hoja de liquidación con el cálculo de la reposición de derechos sociales. Se alegó que la sentencia de primera instancia fue confirmada por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima el 4 de septiembre de 2003, sin que la Policía Nacional hubiese presentado recursos adicionales. 

9. Según la información presentada, la ejecución de la sentencia de 19 de diciembre de 2002 se encuentra a cargo del 47º Juzgado Civil de Lima (expediente No. 4824-2004), el cual en diversas ocasiones habría emplazado la demandada, Ministerio del Interior – Policía Nacional del Perú a cumplir el citado mandato judicial. Esa información indica asimismo que paralelamente al proceso de amparo, la presunta víctima interpuso una demanda contencioso-administrativa (expediente No. 295-2002) la cual fue declarada fundada mediante Resolución Judicial No. 6 de 27 de noviembre de 2008, dictada por la 1ª Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo de la Corte Superior de Justicia de Lima. La referida ejecutoria de 27 de noviembre de 2008 habría ordenado la nulidad de la Resolución Suprema No. 0738-2001-IN/PNP, el ascenso de la presunta víctima al grado de Comandante de la PNP con efectividad al 1 de enero de 1991 y la reposición de los derechos y prerrogativas inherentes a dicho grado. 

10. El peticionario indicó que el 29 de febrero de 2008 se levantó un acta judicial reportando su reincorporación física a la PNP y que el 29 de mayo de 2008 la PNP expidió la Resolución Directorial No. 6870-2008-DIRREHUM-PNP, reconociéndole más de 42 años de servicios ininterrumpidos de servicio para efectos pensionarios. Añadió que el 21 de agosto de 2010 la PNP dictó la Resolución Ministerial No. 0890-2010-IN/PNP, ascendiéndole al grado de Comandante con efectividad al 1 de enero de 1991. Sostuvo que si bien tales resoluciones han dado cumplimiento parcial a las decisiones judiciales en las demandas de amparo y contencioso-administrativa, se encuentra pendiente el pago de sus derechos económicos, prerrogativas y demás beneficios.

11. Finalmente, el peticionario alegó que el Estado peruano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 24 y 25 de la Convención Americana.

B.
Posición del Estado

12. El Estado efectuó una narración similar a la del peticionario en cuanto al resultado de las demandas de amparo y contencioso-administrativa incoadas. Sostuvo que la CIDH no tiene competencia ratione materiae para conocer la petición, “dado que los temas de naturaleza pensionaria escapan de la jurisdicción de este organismo supranacional”. Argumentó que la Comisión tampoco tiene competencia para revisar fallos judiciales dictados bajo las reglas de un debido proceso. Añadió que “[l]a naturaleza de la Comisión Interamericana deriva de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, y en ella no se le confirió la categoría de la denominada cuarta instancia”.

13. Afirmó que el Derecho Legislativo No. 745 – Ley de situación del Personal de la Policía Nacional del Perú – establece la edad límite para pasar a la situación de retiro de los oficiales policiales. Indicó que la solicitud del señor Gino Olórtegui de reincorporarse al servicio activo de la PNP es contraria al referido decreto. 
14. El Estado presentó la copia de la Resolución No. 38, dictada el 7 de abril de 2010 por el 12º Juzgado Contencioso Administrativo de Lima, el cual se encuentra a cargo de la ejecución de la ejecutoria emitida en la demanda contencioso-administrativa formulada por el señor Gino Olórtegui. En la resolución de 7 de abril de 2010 la PNP fue emplazada a dar cumplimiento de forma definitiva a la ejecutoria dictada por la Primera Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo, “bajo apercibimiento de aplicárse[le] los apremios de Ley…”.
15. El Estado proporcionó asimismo la copia de la Resolución Ministerial No. 0890-2010-IN/PNP de 21 de agosto de 2010, la cual resolvió i) ascender al señor Gino Olórtegui al grado de Comandante de la PNP; ii) pasarlo de la situación de actividad a la situación de retiro por límite de edad en el grado de Comandante desde el 1 de febrero de 1999 y iii) “autorizar a las Direcciones de Recursos Humanos, Logística y Economía y Finanzas de la Policía Nacional del Perú, para que adopten la (sic) acciones correspondientes en el área de su competencia“. 
16. El Estado sostuvo que los hechos narrados en la denuncia no caracterizan una violación del artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que “no se aprecian elementos que permitan estimar que la actuación del Ministerio del Interior responda a acciones de discriminación contra su persona”. 
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 

A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

17. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima es una persona natural que se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar las peticiones. 

18. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

19. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

20. En cuanto al alegato del Estado sobre la falta de competencia de la CIDH para conocer reclamos de naturaleza pensionaria, se aclara que los derechos y garantías establecidas en la Convención Americana no están circunscritas a determinadas ramas del Derecho. En efecto, y sin prejuzgar sobre el fondo de la presente denuncia, la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han decidido casos cuyos recursos judiciales presentados por las presuntas víctimas a nivel interno incluían pretensiones de naturaleza pensionaria
. Por lo tanto, y en vista de que en la presente petición se alega la vulneración a derechos protegidos en la Convención, la CIDH desestima la excepción formulada por Perú y declara que tiene competencia ratione materiae.    
B.
Agotamiento de los recursos internos

21. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

22. La presente petición alega la violación a disposiciones de la Convención Americana, derivada del presunto incumplimiento de decisiones firmes emanadas del Poder Judicial en procesos de amparo y contencioso-administrativo. En casos de alegado incumplimiento de resoluciones judiciales por parte de entidades de derecho público, la CIDH ha sostenido que, a los efectos del requisito de agotamiento de los recursos internos, las presuntas víctimas deben al menos informar al órgano judicial competente sobre la persistencia de esa situación para que, de ser el caso, actúe de conformidad a la ley y adopte las medidas necesarias para que la resolución sea ejecutada. Ese actuar de las presuntas víctimas tiene el propósito de darle oportunidad al Estado de subsanar una alegada vulneración al derecho a la protección judicial antes de que sea conocida por una instancia internacional
.

23. La información disponible indica que el peticionario es beneficiario de resoluciones judiciales firmes dictadas en procesos de amparo y contencioso-administrativo y que  en diferentes ocasiones reportó al 47º Juzgado Civil de Lima y al 12º Juzgado Especializado en lo Contencioso Administrativo de Lima el incumplimiento de las mismas. A pesar del trascurso de varios años del inicio de los procesos de ejecución en ambas vías procesales, aquellos seguirían vigentes hasta la fecha de adopción del presente informe. En tales circunstancias, la CIDH considera que las autoridades de la jurisdicción interna tuvieron la oportunidad para remediar el alegado incumplimiento de las decisiones judiciales firmes a favor de la presunta víctima, encontrándose satisfecho por lo tanto el requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.

C.
Plazo de presentación de la petición

24. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
25. Tomando en cuenta el rol activo que ha tenido la presunta víctima en los procesos de ejecución de las sentencias dictadas en su favor y dado que la alegada vulneración al derecho a la protección judicial se mantendría hasta la fecha de adopción del presente informe, la CIDH considera satisfecho el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

26. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. En las peticiones consideradas en el presente informe, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

27. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
28. Con relación a la presunta violación al derecho a la protección judicial, la Comisión considera que de ser ciertos los hechos alegados por el peticionario, éstos podrían caracterizar la violación al derecho protegido en el artículo 25.2.c) de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Por otra parte, el alegado retardo en la ejecución de sentencias judiciales firmes a favor del señor Gino Olórtegui podría caracterizar una violación al derecho a ser oído por un juez o tribunal competente en un plazo razonable. Además, la jurisprudencia del Sistema Interamericano ha establecido que la afectación patrimonial causada por el incumplimiento de sentencias que pretendían proteger el derecho a una pensión puede en ciertas circunstancias caracterizar una violación del derecho a la propiedad
. En consecuencia, en virtud del principio iura novit curia, la CIDH analizará en la etapa de fondo la posible violación a los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 21 de la Convención Americana.
29. En cuanto a la alegada violación de los derechos consagrados en el artículo 24 de la Convención Americana, la CIDH considera que el peticionario no ha presentado elementos suficientes que indiquen la potencial vulneración de tal disposición.
30. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión concluye que la petición satisface los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES

31. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la petición con relación a los artículos 21, 8.1 y 25.2.c) de la Convención Americana en conexión con la obligación establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento.

2. Declarar inadmisible las alegadas violaciones al derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana.

3. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� CIDH, Informe Nº 110/00, Caso 11.800, Fondo, César Cabrejos Bernuy, Perú, 4 de diciembre de 2000; Corte I.D.H., Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009 Serie C No. 198 y Caso “Cinco Pensionistas” Vs. Perú. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C No. 98.  


� CIDH, Informe Nº 13/10, Petición 480-00, Inadmisibilidad, Fidel Gutiérrez Gayoso, Perú, 16 de marzo de 2010, párr. 35 e Informe Nº 43/09, Petición 1166-05, Inadmisibilidad, Jorge Rafael Valdivia Ruiz, Perú, 27 de marzo de 2009, párr. 38. 


� Corte I.D.H., Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”). Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C No. 198, párr. 85; Véase también Corte I.D.H., Caso “Cinco Pensionistas”. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C Nº 98, párr. 103. 





